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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JAIME ANTONIO GONZÁLEZ ARJONA contra el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, al considerar vulnerado su derecho fundamental a la defensa técnica.
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el señor GONZÁLEZ ARJONA se puede concretar así: (i) en junio 14 de 2016 presentó ante el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad solicitud de aplazamiento de la audiencia de lectura de fallo, programada dentro del proceso tramitado en su contra con radicado N° 660016000036200904909, en consideración a que su abogado no puede asistir a la citada diligencia, por cuanto se encuentra en la ciudad de Bogotá D.C. en otras actuaciones con detenido; (ii) el titular del citado despacho vulnera su derecho fundamental a la defensa técnica, al igual que la libertad al trabajo de su apoderado para realizar actividades propias de su profesión; (iii) el cambio de defensor obedeció a la renuncia del anterior, a consecuencia de diferencias económicas; y (iv) nunca antes había pedido la suspensión de ningún otro acto, por el contrario ha asistido a todas las audiencias programadas por el despacho, por ello la mora que presente el mismo es totalmente ajena a su voluntad.
Con fundamento en lo anterior, invoca la protección de la garantía constitucional que estima quebrantada, y en ese sentido, le sea reconocida personería jurídica a su abogado de confianza, VÍCTOR ALEJANDRO GONZÁLEZ ARJONA, para que esté presente en la lectura del fallo, y en esa medida pueda interponer los recursos de Ley, y evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

3.- CONTESTACIÓN

- La Procuradora 152 Judicial II de Pereira indicó que el acusado JAIME ANTONIO GONZÁLEZ ARJONA desde el anuncio del sentido de fallo tuvo conocimiento de la fecha -junio 29 de 2016- que el Juez Primero Penal del Circuito fijó para la lectura de la sentencia condenatoria; razón suficiente para entender que al momento de la designación de su nuevo defensor contractual debió enterar a éste de la misma, para que el togado discerniera  sobre su aceptación o no del cargo defensivo, y obrara en consecuencia.
En ese orden de ideas, debe entenderse que con la simple aceptación del poder se adhirió a la fecha previamente fijada para la actuación, sin que le sea dable en la actualidad aducir otros compromisos judiciales, por cuanto esto puede constituir una actitud dilatoria frente al inminente término prescriptivo de la acción penal, que en varias ocasiones el Ministerio Público ha señalado que se avecina.

En su criterio no se vulnera el derecho a la defensa, ya que el juzgado de conocimiento solicitó a la Defensoría del Pueblo el nombramiento de un defensor público, lo cual ya se hizo, profesional del derecho que puede asistir a la lectura e interponer el respectivo recurso de apelación, y si es del caso, que el abogado contractual del señor GONZÁLEZ ARJONA proceda a sustentarlo.
- El titular del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira informó que efectivamente en ese despacho se adelanta la etapa de juzgamiento concerniente al proceso que por la conducta punible de concusión se tramita contra el hoy accionante, actuación de la cual hizo un resumen pormenorizado que puede sintetizarse así: (i) la formulación de imputación se llevó a cabo en mayo 3 de 2010, el escrito de acusación se presentó en mayo 28 de 2010, y la audiencia respectiva se realizó en julio 27 de 2010, diligencia en la que no accedió a la nulidad solicitada por el defensor, y frente a la cual se interpuso recurso de apelación que fue definido por esta Sala en noviembre 26 de 2014, con decisión de carácter confirmatorio; (ii) en febrero 10 de 2015 se continuó con la acusación, y finiquitada la misma se fijó fecha para la preparatoria, la cual solo pudo llevarse a cabo en marzo 31 de 2016, debido a los múltiples aplazamientos de la defensa, cambios de apoderado y designación de defensores públicos; (iii) el juicio oral tuvo lugar en mayo 31, junio 1 y 2 de 2016, luego del cual se anunció un sentido del fallo de carácter condenatorio, cuya lectura se fijó para junio 29 de 2016; (iv) en junio 02 de 2016 el defensor contractual del judicializado dimitió, situación que se le comunicó a éste, y a su vez se requirió a la Defensoría Pública para que nuevamente le asignara un abogado; (v) en junio 14 de 2016 el acusado confirió poder a VÍCTOR ALEJANDRO GONZÁLEZ ARJONA, y éste allegó memorial en el que solicitó el aplazamiento de la audiencia de lectura, y al efecto argumentó que tiene otra diligencia con detenido en la ciudad de Bogotá, de la que presentaría la correspondiente constancia, lo cual hasta la fecha no ha hecho; (vi) por decisión de junio 15 de 2016 el juzgado no aceptó el mandato conferido debido a que el togado no acreditó la calidad de abogado -situación que aún persiste, y tampoco accedió a la suspensión de la lectura del fallo porque en varias ocasiones se llamó la atención al acusado sobre su intención de dilatar el trámite, lo que una vez más se aprecia, y (vii) obra informe secretarial de junio 22 de 2016, en el que consta que se tuvo comunicación con la defensora pública designada, Dra. MARÍA OLIVA TOVAR MONCADA, quien adujo que estaría presente en el acto que se realizará en junio 29 de 2016.
Si se tiene en cuenta el recuento de dicho trámite, puede concluirse que hay intención de dilatar el proceso, motivo por el cual ante la renuncia de los profesionales de confianza se ha acudido a la Defensoría Pública en tres ocasiones. 
El Profesional designado no ha acreditado la calidad de abogado ni tampoco  la causa de la suspensión, mientras que la defensora pública está debidamente notificada y presta a asistir a la audiencia.
No se vulnera el derecho de defensa del accionante, por el contrario, está garantizado que un profesional lo asistirá en la actuación, y en todo caso, la situación objeto de tutela tiene otro medio de defensa judicial para solucionarlo, como es el proceso penal. En junio 29 de 2016 se instalará la audiencia y se tendrán en cuenta las intervenciones de las partes para luego adoptar las decisiones a que haya lugar, con las debidas garantías y con apego al debido proceso.

- La Fiscalía Veinte Seccional de esta ciudad, vinculada en forma oficiosa al presente trámite, detalló las audiencias adelantadas dentro del proceso penal seguido contra el señor JAIME ANTONIO GONZÁLEZ ARJONA por el delito de concusión.

Precisó que el señor GONZÁLEZ ARJONA designó un nuevo apoderado que lo representara debido a la renuncia del profesional del derecho de confianza, el cual solicitó aplazamiento de la diligencia bajo el argumento de que tiene unas actuaciones que atender en la ciudad de Bogotá, solicitud que fue negada por el juez de conocimiento, y ello fue lo que motivó la interposición del presente amparo, sin que se precise por el actor qué perjuicio se le generaría de no acceder a su pedimento o por qué se afectaría su defensa técnica.
En reiteradas oportunidades el señor JAIME ANTONIO ha querido dilatar el trámite procesal, toda vez que ha otorgado poder a unos abogados que  antes de la respectiva audiencia solicitaban aplazamientos, y posteriormente renunciaban, lo que conllevó a que el funcionario solicitara la designación de abogados de la Defensoría del Pueblo en aras de evitar un mayor entorpecimiento del proceso, y por esa razón desde la fecha de la formulación de acusación a la realización del juicio oral pasó más de un año.

En esas condiciones, no resulta razonable que el acusado acuda a una acción de tutela para manifestar que le fue vulnerado su derecho a la defensa técnica, cuando el Juzgado Primero Penal del Circuito ha redundado en garantías a su favor, y tanto la representante del Ministerio Público como la suscrita se vieron abocadas a intervenir para pedirle al titular de ese despacho que llamara la atención al abogado y al procesado por las reiteradas dilaciones, y se les advirtiera que de no presentarse el apoderado de confianza a las audiencias en forma puntual y diligente, éstas se llevarían a cabo con un defensor público.
En conclusión, no hay violación alguna a la garantía fundamental invocada por el tutelante, toda vez que para la citada diligencia, en el evento en el cual el apoderado de confianza no pueda asistir tendrá representación técnica de una defensora pública, quien garantizará sus derechos como procesado; por tanto, la acción no está llamada a prosperar y solicita sea despachada desfavorablemente.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si la acción de tutela impetrada es procedente para examinar la supuesta transgresión de los derechos fundamentales del actor dentro del proceso penal adelantado en su contra que actualmente se encuentra en trámite, en atención a que no se accedió a la solicitud de aplazamiento pedida por su defensor.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor JAIME ANTONIO GONZÁLEZ ARJONA acude a este mecanismo constitucional con el fin de que se termine con una situación que desde su punto de vista afecta su derecho a la defensa técnica, consistente en que el Juzgado Primero Penal del Circuito, despacho en el que actualmente se tramita proceso penal en su contra radicado al N° 660016000036200904909, no accedió a la solicitud de aplazamiento de la audiencia de lectura de fallo programada para el próximo 29 de junio de 2016.
De conformidad con lo indicado en el escrito de tutela, y por las partes accionadas y vinculadas a esta acción constitucional, se tiene conocimiento que el trámite procesal que se sigue contra el aquí accionante por el delito de concusión, actualmente se encuentra pendiente de la lectura de la decisión de primera instancia, la cual según se indicó en el sentido del fallo será de carácter condenatorio. Así mismo, se sabe que dicha diligencia fue fijada para el próximo 29 de junio de 2016, y pese a la petición que se hizo por parte del nuevo apoderado del señor GONZÁLEZ ARJONA con el ánimo de postergarla, bajo el argumento de que para ese día tiene otra diligencia con detenido en la ciudad de Bogotá, el juez de conocimiento determinó que la solicitud no es viable, y la misma se llevará a cabo con la Defensora Pública que fue designada y que se encuentra debidamente notificada y expresamente manifestó que asistirá al acto.

Al respecto debe decir la Sala que el amparo deprecado no tiene vocación de prosperidad, toda vez que no se observa la vulneración de la garantía constitucional invocada por el actor, ni tampoco ninguna otra que le asista en su condición de procesado, como pasa a explicarse.
Si bien por parte del funcionario accionado se negó la petición incoada por el abogado al que el señor JAIME ANTONIO GONZÁLEZ ARJONA le dio poder, tendiente a que se aplace la lectura del fallo; e incluso, no se le concedió personería dentro de esa actuación al referido togado, se advierte que dicho proceder no es arbitrario por cuanto tiene como fundamento dos razones: la primera, que el togado no acreditó la calidad de profesional del derecho; y la segunda, que no se allegó constancia en la que se certifique que verdaderamente para esa hora y fecha tiene programada otra diligencia con detenido en otra ciudad, que le impida presentarse en dicho acto.
De igual forma, se precisó que a la fecha no se han aportado los documentos que respalden esos dos aspectos, lo cual tampoco se hizo en esta actuación, ya que lo único que se allegó fue un certificado de antecedentes del Dr. VÍCTOR ALEJANDRO GONZÁLEZ ARJONA, expedido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en junio 21 de 2016, en el que expresamente se dice que el mismo “no acredita la condición de abogado”. Adicionalmente, tampoco se dieron datos precisos del proceso y del detenido a quien tiene que asistir en la referida diligencia.
Además de lo anterior, contrario a lo afirmado por el accionante, y tal como lo señalan el Juez Primero Penal del Circuito y la Fiscal Veinte Seccional de Administración Pública de esta ciudad, han sido muchas las ocasiones en las cuales se ha solicitado aplazamiento de las diferentes audiencias por parte de sus defensores, y también en las que el trámite procesal se ha visto entorpecido por la renuncia y cambio de apoderado, al punto que el proceso se ha dilatado por más de un año en virtud de las mismas.

También debe decirse que se observa, que en contraposición a lo expuesto por el actor, en la causa penal que se sigue en su contra se le han respetado sus garantías legales y constitucionales, en especial, el debido proceso y el derecho a una defensa técnica, precisamente en uso de esa garantía ha cambiado en múltiples oportunidades de apoderado contractual y también se le han designado varios defensores públicos, situación diferente es que ahora no se acceda su solicitud de un nuevo aplazamiento porque no se acreditan los fundamentos para que sea viable ese pedimento, y en aras de no entorpecer nuevamente el desarrollo del proceso.
Siendo así, no se observa que la determinación del despacho tutelado constituya una actuación contraria a derecho que requiera la intervención del juez de tutela en aras de impedir un perjuicio irremediable; puesto que la citada audiencia se realizará con la defensora pública que actualmente tiene el ciudadano GONZÁLEZ ARJONA y que fue nombrada precisamente para ese acto, en caso de que el togado que fue designado por él no asista o no acredite la condición de abogado, profesional que puede interponer el recurso de apelación frente a la decisión adversa a los intereses del judicializado. De igual manera, como bien lo manifestó la delegada de la Procuraduría, el Dr. VÍCTOR ALEJANDRO, a pesar de no estar presente en la diligencia, puede proceder a sustentar el recurso en forma escrita dentro del término legal, en caso de que le sea reconocida personería de acuerdo con los requisitos legales. 
Adicionalmente, el titular del despacho accionado indicó que en el interior de la citada diligencia se tendrán en cuenta las intervenciones de las partes para adoptar las decisiones correspondientes.

Surge diáfano de todo lo anterior, que verdaderamente no hay ninguna situación anómala susceptible de ser corregida por este Tribunal en su condición de juez constitucional; por tanto, se negará el amparo invocado.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por el ciudadano JAIME ANTONIO GONZÁLEZ ARJONA.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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